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Acta No. 498 de septiembre 21 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculadas la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y la Alcaldía Municipal de Dosquebradas.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de sus “… garantías procesales, art. 13, 83 CN”, cuya protección deprecó. 

Como consecuencia de ello, solicitó que se ordene al Juzgado: (i) aplicar el artículo 121 del CGP y decretar la nulidad por haber perdido competencia; (ii) demostrar cuál ha sido su impulso oficioso en la acción popular como se lo ordena el artículo 5º de la ley 472 de 1998, y (iii) ordenar al delegado del Ministerio Público que acredite cuál ha sido su labor dentro del asunto.
Narra en su escrito que “En la acción popular #2010-137 solicité al juez aplicar art 121 CGP Nulidad en derecho, empero NADA dijo al respecto”. 

Con auto del 7 de septiembre se le dio impulso a la acción en la que se ordenó vincular a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y la Alcaldía Municipal de Dosquebradas, a la vez que se ordenó la recolección de algunas pruebas.
  



El Secretario General y de las TIC de la Alcaldía de Dosquebradas, señaló que carece de legitimación en la causa por pasiva.

 



El Juzgado demandado remitió el expediente, del cual se obtuvieron copias de las piezas procesales conducentes. 
El Procurador Regional de Risaralda, mencionó que su intervención se limita a la protección de los derechos colectivos.  
CONSIDERACIONES

  



La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, respecto del despacho judicial accionado,  por cuanto se niega a dar aplicación al artículo 121 del Código General del Proceso; además, para que se le ordene demostrar cuál ha sido el impulso oficioso que ha dispensado dentro de la acción popular 2010-00137-00. Asimismo, se busca conminar al agente del Ministerio Público para que acredite la labor desplegada en ese asunto.




Para comenzar, se tiene que, aunque con anterioridad el demandante había formulado una acción de tutela en relación con la popular que ahora ocupa la atención de la Sala, las pretensiones allí fueron diferentes a las que ahora se invocan, pues se solicitó que se le impusiera al juzgado accionado aplicar de inmediato el artículo 5 de la Ley 472 de 1998 (f. 6 a 16); en esta ocasión, la petición se contrae a que se le ordene al despacho demostrar qué impulso oficioso le ha dado a la actuación, a la luz de la misma norma (f. 2). Es decir, que el objeto es distinto y, por tanto, no cabe hablar de cosa juzgada. 





Tampoco en el otro caso tratado por la Sala (f. 17 a 22), porque si bien se refería a la nulidad derivada del artículo 121 del CGP, se aludió allí a la acción popular radicada al número 2009-00137-00, no a la que ahora nos ocupa que es la 2010-00137. 
 



Superado este escollo, se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
De frente a ese derrotero, para la Sala, la solicitud de amparo del accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Y es que, para abordar lo atañedero con la queja que se relaciona por la negativa del Juzgado a dar aplicación al artículo 121 del Código General del Proceso, es claro que el Juzgado se pronunció expresamente sobre el asunto, con auto del 23 de junio de 2017 (f. 45), en el que con claridad explicó la posición adoptada sobre el particular, proveído respecto del cual nada refutó el interesado por medio del recurso de reposición que hubiera sido el escenario adecuado para debatir lo que pide por este sendero. Es decir, con ello deja en evidencia que desaprovechó la oportunidad procesal con la que contaba para controvertir esa situación, instando al despacho judicial demandado para que reconsiderara su posición, echando al olvido que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas. 


  


Similar es la situación en lo que tiene que ver con la petición que se hace para que se conmine al despacho a fin de que demuestre de qué manera ha dado a la acción popular el impulso oficioso de que trata el artículo 5º de la Ley 472 de 1998, porque ninguna solicitud le ha elevado directamente al funcionario, que, por tanto, no ha tenido ocasión de pronunciarse. Solo a partir de la resolución adoptada, podría analizarse si existe alguna cuestión que deba remediarse por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe al criterio del funcionario que conoce del asunto.  
  



No está por demás señalar que, en todo caso, cualquier decisión favorable sobre los aspectos anteriores, caería en el vacío, en la medida en que la acción popular terminó por desistimiento tácito, desde el pasado 23 de agosto de 2017 (f. 104), decisión que no es objeto de reproche.
 



En conclusión, se declarará la improcedencia anunciada, que cobija igualmente la petición frente al agente del Ministerio Público, toda vez que no hay ninguna evidencia acerca de que le haya solicitado lo que ahora de manera directa intenta por esta vía.
  



Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallar de su parte trasgresión alguna frente al reclamo presentado.
    


   
DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas y el agente del Ministerio Público.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA 
  






        Con aclaración de voto
� 	Sentencia C-543-92
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